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SENTENCIA IN'T'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Lima.5 de novier¡bre de 2018

ASIINTO

Ilecurso de agravio constilucional i¡lerpuesto por doña Bety Alexander Dávila
contra la resolución de fojas 78, de fecha l6 de marzo de 2017, expedida por la'tercera
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que, conflrmando Ia apelada, dcclaró
improcedente la demanda de autos.

I.-T]ND.\}IEN'I'OS

ncia emitida en el Expediente 00987-201,1-PA/I'C, publicada en el diario
Peruano el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal cstablcció, cn cl

amenlo 49, con carácter de precedente, que sc expedirá scntcncia iDlerloculoria
denegatoria. dictada sin más trá¡ite, cuando se presente alguno de los siguienles
supuestos, que iSualmente están contenidos en el afículo I I del Reglamento
Noflnativo del Tribunal Constifrcional:

Carczca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada colllradiga un precedente del 'lribunal

Constilucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

2. l-ln el presente caso. se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cucstión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto. un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contcnido
constitucionalmente protegido dc uD derecho fundamental; cuando verca sobrc u¡
asunlo materialmente excluido del proccso de tutela de que se trata; o, flnalmente,
cuando lo pretendido no aludc a u¡ asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

Exprcsado dc otro lnodo, y leniendo en cuenta lo precisado en el funda¡nenlo 50 de
la scnlcncia e¡nitida en el Expediente 00987-20I4-PA/1 C, una cuestión no reviste
cspccial lrascendencia conslitucional en los siguientes casos: (l) si una firtura
rcsolución dcl liibunal Constitucional no soluciona algún corrfliclo dc relevancia
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involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la via
constitt¡cional; o (2) si no existe necesidad de lutelar de manera urgenle el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a
este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de londo.

resenle caso, la demandante solioita que se declare la nulidad de la
óD 2 (t 4), de fecha 7 de mayo de 2015, ernitida por la Primera Sala Civil
de Superior dc Justicia de Lima que, confirmando la apelada, rechazó su

itucional. pues no existe lesión que comprometa el derecho fundamental

p

to de defensa previa de bcncficio de inventar;o en el proceso sobre división y
artición interpuesto por doña María Antonieta Frías Merino viuda de Tligoso

IUanifiesta quc se rcchazó la defe¡sa previa bajo el argumento que debia presentar
su cscrilo por scpamdo, a lcnor de lo dispuesto por el artículo 455 del Código
Procesal Civil; sin cmbargo. considera que ello es un contrasentido pucs vulncra cl
principio de preclusión y sus derechos lundamentales a la tutela procesal ef¿ctiva )
al debido proceso en su manifcstación del derecho de delensa.

No obstanlc lo señalado por la demandante. esta Sala del Tribunal Coustitucional
considera quc cl lunda¡nento de su reclamo no incidc e¡ el conlenido
constitucionalmente prolegido de los derechos invocados, pues Io que en realidad
objeta es Ia aprcciación fáctica y jurídica realizada por la judicatura ordinaria que,
scgún clla. interpretó de manera "incorrecta" cl derccho inlraconstitucional.

6. Sin embargo, el mero hccho de que el accionante disienta del criterio jurídico que
sirve de rcspaldo a la resolución cuestionada no significa que no exista
fundamentación o que. a la luz de los hechos del caso, esta sea aparente,
incongruenle, insuficiente o incurra en vicios de motivación interna o externa,
r¡áxi¡ne si se tiene en consideración que, en principio, no corresponde revisar la
interpretaoión del articulo 455 del Código Procesal Civil, esto es, del derecho
infraconstitucional, realizada por la judicatura ordinaria, salvo que Ia misma
menoscabe de mancra evidente el contenido Ínalerial o axiolóeico de 1a

Conslit!¡ción y transgreda el co¡lenido constitucionalmente protegido de algun
derecho funda¡nental. Siendo así, no resulta viable emitir un pronunciamiento de
fondo-

7. Err consecuencia. y de lo expuesto en los lundamentos 2 a 6 supftt. se velifica que
el presenle recurso de agravio ha incl¡ffido en la causal de rechazo pre\,ista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/IC y en el inciso b) del artículo ll del Reglamento Normativo del Tribunal



§ffi
\ryZ

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Publíquese y notifiquesc.

SS,

I ilililtil tiltffililtilil
EXP. N.. 025 73-2017,P4/TC
LIMA
BI]1'TY ALEXANDER DÁVILA

Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
cl recurso dc agravio constitucional.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho corltcnida en el recurso carece de ecial trascendencia constitucional

MIRANDA CAN,\LES
SARADÓN DE TABOADA
IISPINOSA-SALDAÑA */^

Por estos fundamcntos, el Tribunal Conslitucional, con la autoridad que lc
confiere la Constitución PolÍtica del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Sáldeña Elarrera, convocado para diri¡nir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrl-ro Costa.

Lo que
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La Constitución d,3 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como

instancia de casac;ón y la Constitución de 1993 convinió al Tribunal Coostitucional

en instancia de fallo. La Constitr¡ción del 79, por primera vez en nuestra historia

constitucional, dispuso Ia creación de un órgano ad l7oc, independiente del Poder

Judicial, con la tarea de garanl;zar la supremacía co¡stitucional y la vigencia plena

de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías

Constitucionales era un órgano de conlrol de la Constitució¡1, que teníajurisdicción
en todo el teúitorio nacionalpara conocer, en v{a de casacíón, de los haheas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituía uüa instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre Ia causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derecho\ reconocidos en la Con.lituciÁn.

El modelo de tutela ante amcnazas y vulneración de derechos fue seriamente

modificado en Ia Constitusión de 1993. En primer lugar, sc amplian los
mecanismos de tulela d(r dos a cuatro, a saber, habeas corpus, 

^n1parc. 
habeas data

y acción de cumplimiento. En segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamentc col¡o "órgano de control de la Conslitución". No obstante, en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constilución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singu,ar, para expresar ¡espetuosamente

que disiento del precedente vinculante establ€cido en Ia Sentencia 00987-2014-PA/TC,

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENECATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNsrtrucloNAl coMo coRTE DE REvlsfÓN o FALLo Y No DE

CASACIÓN

,l

M\

3. En ese sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución de¡egatoria que ha violado la ley o Ia ha

aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios p.ocesales en la

tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar [a deflciencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamie¡tos,
procedimiento que, a todas Iuces, dilataba en exceso los procesos constitL¡cionales

mencionados.
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materia de proccsos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el

Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo-

6. Como se advierte, a dilerencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acccso a la última instancia constitucional tiene lugar por la \í¡ del certiorari
(Suprema Code dc los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano suprcmo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libedad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la via correspondiente para que el Tribunal Constitllcional pueda
pronunciarse. Pcro [a apefiura de esta vía solo se produce si se pemrite al
peticionante colaborar con los ju€ccs constituc;onales mediantc un pormcnor¡zado
análi\i. de lo que 5e prelenJe. de lo que .( in\oia.

7. Lo constitucional es escuchar a Ia parte como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de def¿nsa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y pivados, lo cual evidencia el triunfo de Ia justicia frente a ¡a

arbitrariedad-
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EL DERECH0 A sER oiDo CoMo MANIFESTACIÓN DE LA DEMoCRATIZACIÓN DE LoS
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad quc brinda el'lribunal
Constitucional, desde su creación. es respetuosa, como corresponde, del derecho de

,M

5. Cabe señalar que la Co¡stitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que correspondc al Tribunal Constitucionai "conocer, en últimd y
defnití\,a inslancid, lús lesoluciones denego¡orias d¡ctadas en los procetos de

habeas corpus, amparo, habeas datd j acción de cumplimienÍo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de fianca tutela de los derechos fundamentales,

exige que el Tribuna¡ Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho flrndamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respero de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obsenancid del debido proceso y tutela
jurisdiccio al. Ninguna persomt puerle set derviada de la jur¡sdicctón
predeternínoda por la lq,, ni sonetida a procedim¡ento distínto de los preriamenle
establecidos, ni juzgada por órganos .juriidíccio al* de excepción ni por
comisíones especíales creadas al c|¿ck, cuatlquieru sea su denominación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.
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defensa inherente a toda persona, cuya manilestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos. inlere\e5 ) obliglcione'.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando gl justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar jüsticia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respelo de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I I . Cabe añadir que la partic ipación d i¡ecta de las pafics, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Co¡stitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones! por
exprcsar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que fesuelve.

12. En ese sentido, Ia Corte lnteramericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tralar al índíriduo efi todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio la tido de este concepto, y üo
rimplemente como objeto del mismo"\, y qoe "para tlu¿ exista debido proieso legal
es preciso que un justicidble pueda hacer taler sus derechos y defender sus
ifilereses en^.fbrma eJbclirtt )) en condiciones de igudldad proces.jl con otros
justiciables'*.

I't1

I Co¡te IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del t7 de nov¡embre de 2009.
párafo 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, páñafo 146.
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NATURALEZAPRoCESAL Df,LRECURSO DE AGRAYIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plas,¡ado en la ConstitL¡ción no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su teformador, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitLrcional de la libefiad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constituqional (RAC) pierde su

verdadera esencia iorídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los aÍtículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "conccde" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Podcr Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competenc¡a de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por olro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para slr

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requicre scr aclarado, justificado y concretado en supuestos especificos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni just¡ficarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en slr manifestación de ser

oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carcntes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían quc adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por Io demás, ,¡u¡dlís mutandis, el ptcccdente vinculante contenido en la Sent€ncia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
Iallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales d€ la libert¿d (supletor¡edad, vía previa,
vÍas paralelas, litispendencia, invocaqión del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.),

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos qonstitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviÍuar la esencia principal del recurso de agralio
constitucional.

rrv,l
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I 9. Por tanto, s i se tiene en cuenta que la j ustic ia en sede constitucional representa la

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la

vista, lo que garantiza que el liibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adequada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de dcrechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Fenero Rebagliali, "la deiensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protecc ión j ud ic ial auténtica".

Lo
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